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en cuanto a protección de refugiados. Una 
modificación del Estatuto vigente, podría 
poner en peligro los avances que se han 
logrado entrado ya el siglo XXI. El número de 
refugiados (por la definición actual) ha sufrido 
una escalada en los últimos años. De nada 
serviría incrementar el número actual si ello no 
se traduce en una mejora desde los Derechos 
Humanos y la dignidad de los afectados.
Por otro lado, restringir la protección únicamente 
a aquellos afectados por cuestiones climáticas, 
deja al margen a aquellos que han sido víctima 
de fenómenos y cambios de tipo geoambiental 
(antropogénico o no) lo cual puede ser legalmente 
discutible desde el plano de las responsabilidades 
pero no así desde los Derechos Humanos.
Tal vez las condiciones actuales no permiten 
una definición adecuada para un problema que 
se encuentra aún rodeado de incertidumbres. 
Habrá que definir a posteriori cual podría 
ser el estatus legal de estos migrantes, o si 
se los diferenciará de algún modo como 
un grupo con características propias.
Una vez establecido este enfoque, sería 
recomendable apostar por soluciones de tipo 
regional o bilateral. Esto significaría trabajar 
con los gobiernos afectados, en soluciones que 
impliquen medidas in situ y estrategias de 
adaptación, acompañadas de un compromiso 
real tendiente a la reducción de emisiones 
contaminantes. Una respuesta de tipo regional, si 
bien puede parecer en principio poco ambiciosa, 
podría constituir el comienzo de posteriores 
esfuerzos internacionales más amplios.
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El desplazamiento como consecuencia de las políticas para 
paliar el cambio climático
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Las políticas para paliar el cambio climático y las “soluciones ecológicas” como los biocombustibles 
también están provocando desplazamientos. 
Las actuales y futuras repercusiones del cambio 
climático han provocado una oleada de políticas 
para paliar esta situación que, pese a sus buenas 
intenciones, podrían ser una carga más sobre 
las tierras de los colectivos más vulnerables a 
nivel económico, medioambiental y social de 
las sociedades en desarrollo. Un claro ejemplo 
de esto sería cuando las políticas destinadas a 
la producción de biocombustibles incentivan 
la compra de grandes extensiones de terreno 
en el Sur Global, muchas veces sin tener en 
cuenta los derechos de la población autóctona 
y provocando el desplazamiento de toda la 
comunidad. Se considera que el cambio climático 
legitima gran parte de estas adquisiciones. Entre 
los ejemplos de este mercadeo de la naturaleza 
se incluyen la compensación de las emisiones 
de carbono, el ecoturismo y la producción 
de biocombustible. Los partidarios de estas 
inversiones en tierras destacan su potencial 
positivo pero los detractores ‒que los definen 
como “la apropiación de recursos naturales 
con fines medioambientales”1 o “apropiaciones 
ecológicas”‒ señalan las diversas amenazas 
que estos tratos pueden suponer para el medio 
ambiente, para la seguridad alimentaria local y 
para los medios de subsistencia tradicionales2.
Las políticas oficiales han resultado de vital 
importancia a la hora de incentivar lo que se ha 
venido llamando el “boom del biocombustible”. 
La Unión Europea, los Estados Unidos y otros 
países tienen como objetivo conseguir un 
mayor uso de biocombustibles en el transporte, 
a la vez que ofrecen incentivos económicos y 
exenciones fiscales a todos los que participen 
de la energía “limpia”. Aunque los motivos de 
los que parten estas políticas son en principio 
bienintencionados, a menudo compiten con 
la producción local de alimentos y aumentan 
la inseguridad alimentaria local, y pueden 
desembocar en importantes violaciones de los 






derechos humanos como el desplazamiento. La 
mayoría de estos proyectos declaran que están 
utilizando terrenos marginales que no estaban 
ocupados pero hay estudios empíricos que 
demuestran que en realidad estas tierras suelen 
estar habitadas, son zonas forestales, de pastoreo 
o se utilizan como fuente común de recursos.
Las consecuencias de la movilidad
El Banco Mundial ha reconocido que el 
desplazamiento es uno de los riesgos de la 
inversión en terrenos, sobre todo en países en 
los que la gobernanza es débil y los derechos 
sobre las tierras no están bien definidos3.  El 
Relator Especial de las Naciones Unidas sobre 
los derechos de los pueblos indígenas estimó 
en 2007 que la expansión del biocombustible 
podía suponer una amenaza para las tierras y 
los medios de subsistencia de 60 millones de 
indígenas4. Pero la cuestión del desplazamiento 
originado por estas inversiones “ecológicas” 
apenas se ha incluido en la lista de consecuencias 
negativas. Además, las repercusiones 
de dichos proyectos de infraestructuras 
pueden llevar al límite a entornos frágiles 
y provocar más desplazamientos.
La demanda exponencial de la exportación 
de aceite de palma está provocando el 
desplazamiento de millones de indígenas 
de sus tierras en Indonesia, Malasia, Papúa 
Nueva Guinea y la India. En Colombia las 
fuerzas paramilitares emplean el miedo y 
la violencia para forzar a desplazarse a las 
comunidades afrocolombianas en beneficio de 
la producción de caña de azúcar y mandioca. 
El Ethnic Community Development Forum 
(Foro para el Desarrollo de las Comunidades 
Indígenas o ECDF, por sus siglas en inglés) 
denunció que el 14% de todos los refugiados que 
entraron en Tailandia desde Birmania durante 
los años 2006 y 2007 habían sido forzados a 
desplazarse por la campaña de biocombustible 
jatrofa5. Brasil, el gigante del etanol, ha 
experimentado también el desplazamiento 
de millones de pequeños agricultores tras 
la compra de tierras para la producción 
de soja. Y hay muchos otros ejemplos. 
Cuando se lleva a cabo una consulta 
previa con las comunidades afectadas 
(como ocurre ahora en la mayoría de los 
casos en países relativamente estables, 
como Senegal) los inversores les prometen 
empleos e infraestructuras para que las 
poblaciones acepten voluntariamente el 
reasentamiento. Sin embargo, el reasentamiento 
“voluntario” puede convertirse en forzado 
si la respuesta no es la esperada. 
Quienes analizan las consecuencias sociales 
de las inversiones en tierras deben prestar más 
atención a los desplazamientos que provocan, 
pero también es necesario que los estudiosos 
y los profesionales sobre migración por 
cuestiones ambientales amplíen sus análisis. 
A pesar de que las causas del desplazamiento 
no suelen estar claras y se superponen entre 
sí, los resultados con los que se encuentran 
los desplazados son asombrosamente 
similares. “El desplazamiento inducido por 
la apropiación ecológica” constituye un claro 
ejemplo de superposición entre las categorías 
tradicionales de desplazamientos forzados 
(conflicto, desarrollo y medio ambiente). 
Los actuales mecanismos de protección y 
las lagunas
Se han producido intentos de controlar las 
repercusiones negativas y los procesos de 
apropiación de las tierras mediante el desarrollo 
de códigos de conducta y de principios para 
una inversión agrícola responsable que respete 
los derechos, los medios de subsistencia y 
los recursos6. Para cponseguir que todos 
salgan beneficiados los temas que más 
frecuentemente se abordan son la transparencia 
de las negociaciones, el respeto de los derechos 
vigentes sobre las tierras; el reparto solidario 
de beneficios; la sostenibilidad medioambiental 
y la adherencia a las políticas de comercio 
nacionales. Esto parece sugerir que una 
buena gobernanza reduciría los desahucios y 
desplazamientos de las comunidades rurales. 
No obstante, al tratarse de unos principios 
voluntarios resulta una tarea ardua o imposible 
de seguir y de penalizar cuando alguien 
los infringe. Aunque se pueden aplicar los 
actuales mecanismos de protección para las 
personas desplazadas por culpa de conflictos, 
del desarrollo o de la degradación ambiental, 
primero es necesario reconocer, cuantificar y 
entender de verdad dicho desplazamiento. 
A raíz del aumento exponencial en todo 
el mundo de la apropiación ecológica, se 
hace necesario ir más allá de la categoría 
de desplazamiento inducido por cuestiones 
ambientales para incluir las repercusiones de las 
políticas para paliar el cambio climático como un 
factor más en los resultados del desplazamiento 
o de la decisión sobre si migrar o no. 






La discusión acerca de si es responsabilidad del 
Estado imponer normas socialmente sostenibles 
a estas inversiones no exime tampoco de las 
responsabilidades éticas y morales de los 
inversores y los consumidores del Norte, en 
especial cuando las políticas “ecológicas” son 
las principales responsables del desalojo de 
los pobres de las poblaciones rurales de sus 
tierras. Se debería tomar como condición para el 
consumo de los productos de esas inversiones 
la existencia de unos programas de certificación 
transparentes y bien coordinados, que incluyan 
principios de derechos humanos y mecanismos 
de protección para los más vulnerables.
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Los miembros de la comunidad K’Quinich en el Valle del Polochic, Guatemala, miran las tierras de las que fue desalojada su comunidad.
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